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Panarná, 7 de narzo 2022
c-036-22

Licenciado
Luis Ernesto Chen G.
Abogado
Ciudad.

Rcf.: Lcgal¡dad, obligatoricdad, ¿rlcflncc, rctroflctividad y npl¡cación dc la Resolución
Administrativa N' 0518 de 25 dc abr.it dc 2016 dcl Ministerio dc Salud.

Licenciado Chen:

Atendiendo a[ derecho constitucional de petición qr.re le asiste, consagrado en el afiículo 4l de la
Constitución Politica y a la urisión de esta Procuraduría dispuesta en e[ nurneral 6 del artículo 3
de la Ley No38 de 31 dejulio de 2000 "Que opruebo el Estatuto Orgánico de la Procuraduríct de
la Adnt inistración, regula el Procedintiento Administralivo General y dicta disltosiciones
esPeciales", confonne al cr.tal corresponde a esta entidad brindar olie¡rtación legal al ciudaclano,
danros t'espuesta a su nota preseutada en esta Procuraduría el 28 de enero de 2022, en calidad de
apoderado especial de la Asociación Nacional de Citotecnología de Panamá (ANACIPA),
mediante la cual realiza la siguiente solicitud:

"En atenc¡ón a las consideraciones señaladas Ut supm, actuando e¡r
representación de nuestros poderdantes solicitamos al HONORABLE
PROCURADOR DE LA ADMINISTRACIÓN PRONUNCIARSE SObrc IA

legalidad, obligatoriedad, alcance, el pago re¡oactivo desde la fecha de su
ernisión y la aplicaciórr de la Resolución Adnrinistrativa N.0518 de 25 de abril
de 2016 por la que se clasifica en el grado 4 de la escala salarial a
CITOTECNOLOCOS I que labolan en la Caja de Segur.o Social, a MEI LING
YOUNG BARRERA Y JENNIFER I(AREN RELUZ I-IERNANDEZ con
funciones en la Caja de Segu|o Social (CSS), contenrplando igualmente los
daños y perjuicios causados por la Caja de Seguro Social a las funcionarias.,'
(SIC)

Este Despacho obsewa que su consulta se fundamenta en la emisión, por parte det Ministerio de
Salud de [a Resolución Administlativa N'0518 de 25 de abril de 2016 "Por lo ctnl se clasifican
e! el gl ylg 4 de la escala soloriol pactada en el Acuerdo de t3 de octltbre de 2015, o dieciséis
(16) CITOTECNOLOGOS I (TECNICO EN CITOLOGIA I), que laboran en el Ministerio de
Salud, la Coja de Segtu'o Social y Patronalos", así como [a negativa de la Caja de Seguo Social
de aplicar lo establecido n'Iediante dicha resolución a sus representadas; sin embargo, deber.r.ros
indicarle que emitir r"rn juicio de valor o un pronunciamiento prejr-rdicial soble la validez de los
lrellcionados actos administrativos, los cuales gozan de plesr,rnción de legalidad, sería transsl.edir
los línlites que nos impone Ia Iey. pol ser ello rl[a actuación que colnpete privativarlente a la
Sala Tercera de lo Contencios o Adrninistra tivo y Laboral de Ia Colte Suprema de Justicia. de
conformidad con e[ nurneral 2 del attíc¡.rl o 206 de la Constitución Política v el a(ículo 97 del
Códieo JLrdicial.

No obstante lo aniba señalado, a maneta de orientación le indicamos lo siguiente:
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El artículo 46 de la Ley N' 38 de 3l de julio de 2000 dispone que "Las órdenes y demás actos
ddminislrativos en finne, del Gobierno Central o de las entidades descentralizadas de carácter
inditidual, tienen fuerza obligatoria inntediala, y serán aplicados mienlrqs sus efectos no sean
strspendidos, no (sic) se declaren contrarios a la Constitución potítica, a ler ley o a los
reglamenlos generales por los tribunales compelentes". Esto es lo que se conoce como el
principio de presunción de lcgalidad de los actos administrativos.

En cuanto a la aplicación de este principio, la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo cle
la corte suprerna de Justicia el1 serltencia de 12 de noviembre de 2008 señaló [o sigr.riente:

"Dentro del rnarco explicativo del negociojurídico que se ventila, huelga indicar
en cuanto al principio de legalidad de los actos administrativos se refiere,
Ilamado así por la doctrina administrativa, se asume que, todo acto emanado de
quien ostenta la calidad de funcionario y dictado en ejercicio de sus atribuciones,
t¡ene validez y eficacia jurídica hasta tanto autoridad competente no declare lo
contrario; en consecuencia, es hasta ese nomento que reviste de legalidad y
obliga Ios actos ptofer.idos por autoridad competenle pam ello.,,

Es decir que, en tétminos generales, micntras los actos administrativos no s€an declarados
contrarios a la constitución y la lcy, por autoridad competentc para cllo, dcben scr
consiclcrados válidos y por tanto, su aplicación es obligatoria.

En este sentido, el artículo 206 de la Constitución Política de la Repirblica de Panamá, señala lo
sigr.riente:

'ARTICULO 206. La Corte Suprerna de Justicia tendrá, entre sus atr¡buciones
constitucionales y legales, las siguientes:

2. La jurisdicción contencioso-administt'ativa rcspecto de Ios actos, omisiones,
prestación defectuosa o deficiente de los servicios públicos, r.esoluciones,
ór'denes o disposiciones que ejecuten, adopten, expidan o en que incurran err
ejercicio de sus funciones o pletextaDdo ejercerlas, Ios funcionar.ios públicos y
autoridades nacionales, plovinciales, nrunicipales y de las entidades públicas
autónoÍrras o senriautónolltas. A tal fin, la Corte Sunre ma dc.lusticia con
audiencia del Procu¡ador de la Adrninistración, podrá anular los actos
acusados dc ilegalidad; restablecer el derecho particular violado; estatu¡r nuevas
disposiciones en leentplazo de las impugnadas v Dro nunctArsc
D reiu d icialmcntc i¡ccrca dcl scntido v alcance de un acto admin rativo o dc
su val r lcsal. ." (Submya y resalta el Despacho)

A su vez el Arlículo 97 del Código Judicial disporre que:

"Art. 97. A la Sala Tercera le están att'ibuidos los procesos que se originen por
actos, on¡siones, prestaciones defectuosas o deficientes de los servidores
públicos, resoluciones, órdenes o disposiciones que ejecuten, adopten, expidan o
en que incuuan en ejercicio de sus funciones o pretextando ejercer.las, los
funcionarios públicos o autolidades nacionales, provinciales, mLrnicipales y de
las entidades públicas autónolnas o semiautónontas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en matelia adninistrativa de lo
siguiente:
l. De los decretos, órdenes, resoluciones o cualesquiera actos, sean generales o
individuales, en matelia administrativa, que se acusen de ilegalidad;
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2. De los actos, resoluciones, órdenes o disposiciones de los Gerentes o de las
Juntas Directivas o de Cobierno, cualesquiera que sea su denorninación, de las
entidades públicas autónol as o senriautónomas que se acusen de ser violatorias
de las leyes, de los decletos teglamentarios o de sus pt.opios estatutos,
reglalnentos y acuerdos;

ll. De la interpretación prejudic¡al acerca del alcance y sentido de los actos
administrativos cuando la autoridad judicial encargada de decidir un proceso o la
ad¡ninistrativa encargada de su ejecución, lo solicite de oficio antes de rcsolver el
fondo del negocio o de ejecutar el acto, según corresponda;

Por ende, las acciones de personal efectuadas por el Ministerio de salud o la caja de seguro
Social en relación con la ResolLlción Ad¡linistlativa No0518 de 25 de abril de 2016, corno sedan
aquellas a las que se hace referencia en la uota D.C.R.P.-2325-20 de 8 de septiernbre de 2020,
que acompaña su consulta, constituyen actos administrativos materializados, quc gozan dc
prcsunción de legalidad y son de obligatorio cumplimicnto, micntras sus efcctos no scan
suspendidos o declarados contrarios a la Constitución Política o las leyes, r.ro pudiendo este
Despacho entrar a examinar la validez o legalidad de los mismos de manela prejudicial, colrro se
solicita, por ser ello competencia de la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo, como
hemos visto.

Bajo este escenario, no le es dable a esta Procuraduría emitil un criterio jurídico, tomando en
cuenta que de acuerdo al contenido de su nota, se evidencia que la naturaleza de la rnisma
obedece a situaciones litigiosas particulares en el ámbito jurídico administrativo, y que
involucran necesariamente la interposición de los recursos en vía administmtiva; cuya
presentación es obligante, para así agotar Ia vía gubernativa, de suerte que el control interno de
legalidad, pudiera activarse, cuando esté en juego el resarcimiento de derechos subjetivos, el
control de legalidad que ejerce la Sala Tercera de [a Colte Suprema de Justicia, mediante la
interposición de la Acción Contenciosa Administrativa de Plena Jurisdicción.

Atentamente,

ADC §

r o Mon tefgro v'*
Procurador de la Adurinistración
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